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R E S O L  U C I ÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 
 Pro se, el confinado Alfredo Rivera Sánchez sometió ante 

este Tribunal un escrito de título Moción Informativa. Nos solicitó 

que intervengamos en un procedimiento que se sigue en el Tribunal 

de Primera Instancia de Ponce al amparo, según indicó, de  la Ley 

de Análisis de ADN Post Sentencia, Ley núm. 246 de 29 de 

diciembre de 2015.1 En su escrito hizo una serie de 

                                                 
1
 La referida Ley regula ampliamente el procedimiento de análisis de ADN post 

sentencia. En su Artículo 2 fija una serie de definiciones. En el Artículo 3 establece quién 
tiene legitimación para presentar una petición bajo su amparo. El Artículo 4 fija un 
término para ello. El Artículo 5 dispone qué datos, explicaciones y justificaciones debe el 
peticionario proveer en su Moción. El Artículo 6 establece cuándo y a quién deberá 
notificarse la Moción. El Artículo 7 fija el plazo para que el Fiscal de Distrito pueda 
presentar su oposición a la petición de análisis de ADN. El Artículo 8 se refiere al manejo 
de análisis de ADN previos. El Artículo 9 dispone para la celebración de una vista 
argumentativa cuando el peticionario cumple con los requisitos establecidos en la Ley. El 
Artículo 10 enumera esos requisitos. El Artículo 11 provee para el descubrimiento de 
prueba, el 12 para la revisión judicial y el 13 el contenido de la orden del Tribunal cuando 
se concede la moción de análisis de ADN. El Artículo 14 contempla cómo se llevará a 
cabo el análisis de ADN, el 15 la selección del laboratorio y el 16 quién sufragará los 
gastos. El Artículo 17 establece la confidencialidad de la información y de las muestras. 
El Artículo 18 dispone para la preservación de evidencia y el 19 establece como delito 
(violación al Artículo 285 del Código Penal) la destrucción de evidencia. El Artículo 20 
atiende la destrucción del récord y del material genético, y el Artículo 21 expone que el 
procedimiento a seguirse no equivale a una solicitud de nuevo juicio. Sin embargo, 
“cualquier solicitud de nuevo juicio basada en los resultados del análisis de ADN provista 
en esta Ley, deberá hacerse al amparo de las Reglas 188 y 192 de las de Procedimiento 
Criminal de Puerto Rico.” Por su parte, el Artículo 22, establece que el Departamento de 
Justicia, la Policía y el Instituto de Ciencias Forenses atemperarán cualquier reglamento, 
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argumentaciones a su favor, sin embargo no acompañó 

determinación alguna del foro de instancia de la cual podamos 

conocer de que recurre. Su súplica y reclamo se circunscribían a 

nuestra intervención temprana a pesar de que, como indica en su 

recurso, el foro de instancia se encuentra considerando su solicitud. 

A la vista de lo anterior, no contamos con autoridad para revisar en 

estos momentos la petición presentada.  

Este Tribunal es de naturaleza apelativa. Ello significa que 

sólo podemos intervenir para revisar determinaciones que emita el 

Tribunal de Primera Instancia o resoluciones finales de las agencias 

administrativas con respecto a los asuntos que por ley pueden 

atender. Véase las Reglas 52.1 y 52.2 de las Reglas de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; las Secciones 4.1 y 4.2 de la 

Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, 3 LPRA secs. 2171-

2172; y, las Reglas 13, 32 (D), 56 y 57 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. Dado que este tribunal 

apelativo no puede dilucidar controversias si no existe un dictamen 

del que una parte pueda solicitar su revisión, la petición de Rivera 

Sánchez es improcedente. Nótese que en su recurso éste no 

solicita la revisión de la determinación denegatoria de nuevo juicio o 

de alguna determinación relacionada con el procedimiento que 

dispone la Ley 246, sino que solo reclama directamente nuestra 

intervención, sin más.  Recuérdese, además, que carecemos de 

jurisdicción para atender este tipo de reclamación o pedido en 

primera instancia.  Este tipo de reclamación debe tramitarse, tal 

como parece que se está gestionando, ante el foro de instancia. De 

                                                                                                                                     
carta circular u orden general a las disposiciones de la Ley. El Artículo 23 provee para la 
obtención de  fondos. Finalmente, el Artículo 24 contiene la cláusula de separabilidad y 
el 25 dispone para su vigencia inmediata. Se trata de un estatuto abarcador, que 
contempla diversos remedios con el fin de viabilizar el conocimiento de la verdad por 
medio de este tipo de prueba.  
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estar inconforme con alguna decisión de ese foro, entonces, dentro 

del término correspondiente, podrá Rivera Sánchez acudir ante este 

Foro para revisarla.  

 Las razones antes aludidas nos privan de jurisdicción para 

atender el reclamo del peticionario. La jurisdicción de un tribunal es 

un asunto privilegiado que tiene preferencia sobre cualesquiera 

otros. De modo que “los tribunales tienen la responsabilidad 

indelegable de auscultar, en primera instancia, su propia 

jurisdicción.” Cordero et al. v. ARPe et al., 187 DPR 445, 457 

(2012); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 

(2007); Carattini v. Collazo Systems Analysis, Inc., 158 DPR 345, 

355 (2003); Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991); 

Autoridad Sobre Hogares v. Sagastivelza, 71 DPR 436, 439 (1950). 

No existe discreción para asumir jurisdicción donde no la hay. 

Martínez v. Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980). Por 

eso, una vez un Tribunal conoce sobre su falta de jurisdicción lo que 

resta es desestimar el recurso. Véase, Souffront v. A.A.A., 164 DPR 

663, 674 (2005); Pueblo en interés del menor J.M.R., 147 DPR 65, 

78 (1998).   

 En vista de todo lo anterior, y conforme a la Regla 83 (C) del 

Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, se desestima el 

recurso presentado por Alfredo Rivera Sánchez por falta de 

jurisdicción.     

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

  

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


